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EXISTENCIA DE UNIÓN MARITAL DE HECHO / EXISTENCIA DE SOCIEDAD PATRIMONIAL / SE DESECHAN GRABACIONES SIN CONSENTIMIENTO POR ILÍCITAS / SE CONFIRMA -. Y en cuanto a las grabaciones, escuetamente dijo el funcionario, pero con razón, que su obtención fue irregular en la medida en que nunca hubo autorización de la interlocutora. 

A propósito de ello, que es crucial para el desenlace final, el asesor judicial de los demandados tiene claro, y con ello está de acuerdo la Sala, que invariablemente la jurisprudencia ha señalado que la grabación de la voz sin la anuencia de uno de los interlocutores, es válida como prueba, en cuanto se pretenda con ello poner al descubierto la comisión de un hecho punible del que, quien graba, sea la víctima, en la medida en que tal documento vaya a ser utilizado como medio de prueba. 

Pero acontece que este es un proceso civil, en el que el discernimiento nada tiene que ver con la comisión de una conducta delictiva, cuestión que, tal cual lo han hecho los interesados, debe ventilarse ante las autoridades competentes, como lo señaló, en sede de tutela, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema, en la sentencia STC4300-2014, de abril 4 de 2014, con ponencia del Magistrado Fernando Giraldo Gutiérrez. 

Entre tanto, la misma Sala, pero en su especialidad ordinaria, ha venido pregonando sobre la obtención de este medio probatorio, que la intromisión en la esfera íntima de una persona, para obtener subrepticiamente una grabación de su voz, torna esa prueba ilícita, en la medida en que se ha producido con violación de las garantías procesales que protege el artículo 29 de la Constitución Nacional. Y aunque, como se verá, la Corte propugna por que tal posición no sea absoluta, sino que ella pueda tener variables, particularmente en materia penal, y también en asuntos civiles, lo ha dicho bajo el entendido, en estas últimas materias, de que la declaración que se de ese modo se recoge, se puede valorar cuando de favorecer a una persona de especial condición se trate (menores, por ejemplo), o de proteger derechos superiores como la seguridad nacional o el patrimonio público, o bien, para el mantenimiento de la unidad familiar.
(…)
De manera que, aunque aceptable en ciertos casos la valoración de una prueba que ha desconocido el derecho a la intimidad, para que así suceda deben estar de por medio intereses superiores, como el provecho nacional, el orden público, la estabilidad de la familia, los derechos fundamentales del menor, por ejemplo. 

Conceptos acogidos por esta Colegiatura, de breve data, según se consignó en la sentencia del 10 de julio pasado, dictada en el proceso radicado al número 66001-31-10-003-2015-00599-01, con ponencia de la Magistrada Claudia María Arcila Ríos, con asiento en jurisprudencia constitucional, concretamente la sentencia T-233 de 2007
(…)
Trasunto del cual viene que, en el caso que se analiza, hizo bien el juzgado al desechar la prueba recogida por la parte demandada en los audios, por cuanto se obtuvo con violación de las garantías fundamentales de las que es titular la demandada, en cuanto no se contó con su consentimiento. A partir de allí, se tiene, adicionalmente, que no están comprometidos el interés general, el orden público, la estabilidad familiar o derechos de niños, niñas o adolescentes. Todo se reduce, en la situación actual, a un beneficio de orden económico, derivado de los bienes que dejó el causante y que pudieran hacer parte de la sociedad patrimonial declarada en primera instancia. 

Ahora bien, se señaló que el Juzgado, efectivamente, dejó de valorar algunas pruebas y de mencionar su mérito. Pero, en el camino de corregir esa omisión, halla la Sala que tales medios no varían la conclusión a la que llegó el funcionario.
(…)
Así que, vistos en conjunto estos dichos, como lo señaló el fallo que se analiza, no sirven al propósito de destruir lo que, del lado de la demandante, dijeron los deponentes, que fueron mucho más concretos y certeros en sus apreciaciones directas, por haber compartido con la demandante y su familia durante los últimos años. Bueno es recordar que la apreciación del juez sobre estos testimonios, no fue fustigada por los recurrentes, con lo que la Sala queda relevada de un análisis adicional. 

Para terminar, el impugnante se duele de que en la sentencia se hubiera omitido hacer mención expresa de sus alegatos, lo que también es cierto. Pero ello no se traduce en que se hubieran pasado por alto; es simplemente que se estructuraron en la mirada que, desde su perspectiva, debía dársele a las pruebas, y la respuesta que a ello recibió del funcionario es que, según su percepción crítica, visto en su conjunto el haz probatorio, la unión marital fue probada y, consecuencialmente, la sociedad patrimonial. 

Corolario de lo dicho, es que se confirmará el fallo protestado y se condenará en costas a los demandados, a favor de la demandante, las que se liquidarán, de manera concentrada, ante el juez de primera instancia, en los términos del artículo 366 del CGP. A tal efecto, se señalarán, en auto separado, las agencias en derecho.
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1. En el año 1995, Ana del Carmen Coronel se fue a vivir a una casa de propiedad de Rubén Salinas cañón. 

2. A partir del mes de marzo de 1998, iniciaron una relación de pareja estable, vivían Bajo el mismo techo, compartían lecho y se ayudaban mutuamente. 

3. No tuvieron hijos y el núcleo familiar lo conformaban ellos y Ángela del rocío castaño coronel, hija de Ana del Carmen. 

4. Fruto del trabajo y la ayuda mutua consiguieron varios bienes. 

5. El señor Salinas se enfermó y a su cuidado estuvieron Ana del Carmen y Ángela. 

6. Ángela afilió al Señor Salinas a un seguro funerario. 

7. El 18 de junio de 2013 falleció Rubén Salinas Cañón. 

Al corregir la demanda (f. 14), adujo que los compañeros eran solteros y la sucesión de Rubén Salinas no se había iniciado.
PRETENSIONES

1. Que se declare la existencia de la Unión marital de hecho entre Ana del Carmen Coronel y Rubén Salinas cañón, desde el 10 de marzo de 1998 hasta el 18 de junio de 2013. 

2. Que, en consecuencia, se declare la existencia de una sociedad patrimonial entre ellos. 

3. Que se declare disuelta y en estado de liquidación dicha sociedad.
RESPUESTAS

Enrique y Cecilia Salinas Cañón (f. 67). 

1. En 1993 Rubén regresó definitivamente de estados Unidos. 

2. Para ese año sostenía una relación amorosa con Ángela del Rocío castaño Coronel, hija de la demandante. 

3. Ana del Carmen y Ángela del Rocío eran inquilinas de Enrique Salinas, hermano de Rubén. 

4. Ese mismo año Rubén compró una casa ubicada en la carrera 13 número 2443 de Pereira como la que reformó e hizo 6 apartamentos independientes. 

5. En 1995 Rubén se mudó a uno de esos apartamentos que compartió con Ángela del rocío, su novia, Ana del Carmen Coronel, les asignó una habitación a ellas, por la cual Ana del Carmen pagaba una cantidad baja. 

6. Para el 18 de marzo de 1998 Rubén era novio de Ángela del Rocío, relación que se extendió hasta el año 2000. 

7. Para esa época, aunque vivían los 3 en el mismo apartamento, Rubén no compartía lecho con ninguna de las dos. 

8. Entre Rubén y Ana del Carmen no hubo ayuda mutua, simplemente un acto de generosidad de aquél en razón del noviazgo que tenía con Ángela, que terminó porque él no quiso contraer matrimonio lo que causó que ella se fuera del apartamento y dejara a la madre. 

8. Para el año 2002 Ana del Carmen le pidió a Rubén que le permitiera a Ángela regresar y él aceptó. Desde el año 2003 aproximadamente Ángela mantiene una relación amorosa con Farid García, producto de la cual nació Sofía. 

9. Entre Rubén,  Ana del Carmen y Ángela nunca hubo un núcleo familiar. 

10. En la escritura pública 661 del 9 de febrero de 2010, de la notaría cuarta del círculo de Pereira, hizo constar Rubén Salinas Cañón, cuando compró el inmueble de matrícula 290-29356, que era soltero y no tenía unión marital de hecho. 

11. Rubén Salinas y Ana del Carmen Coronel nunca, ante la familia, los vecinos o los amigos, tuvieron un comportamiento de pareja, cómo cogerse de la mano, abrazarse, besarse, salir juntos; razón por la cual ninguna evidencia existe en fotos, videos o filmaciones en las que aparezcan juntos; al contrario, sí los hay, de sus encuentros con su grupo familiar, sin compañía de Ana del Carmen. 

12. Ni la familia ni los vecinos, tampoco los amigos, sabían de la pretendida relación de compañeros. 

13. En febrero de 2013, ya enfermo Rubén y sin poder hablar, hubo una reunión entre los hermanos y la demandada, junto con su hija, que fue grabada, en la que Ana del Carmen manifestó en varias ocasiones que ella no tuvo ninguna unión marital con Rubén Salinas, por eso llamó a Elmer y a Enrique Salinas para contarles la verdad, según se consignó en un segundo audio.
14. Durante la enfermedad de Rubén tuvo la asistencia de su hermana Cecilia Salinas; su familia jamás lo descuido, de él estuvieron pendientes Cecilia y Enrique, sus hermanos; Elmer, Marcela, William, Ricardo y Henry, sus sobrinos, se turnaban para asistirlo en la clínica, inclusive Ana del Carmen y Ángela colaboraron en esos turnos. 

15. Cuando fue trasladado de la clínica a su apartamento, Cecilia, la hermana, se mudó allí para estar más cerca y atenderlo; incluso el 23 de abril de 2013 ella interpuso una acción de tutela en favor de su hermano qué fue favorable. Se le prestó un servicio de enfermería con Carmenza Martínez Gómez, por cuenta de Enrique Salinas. 
15. A dicha enfermera le consta que Ana del Carmen ocupaba una habitación sola y tenía un mobiliario diferente al de Rubén; además le contó ella misma que no existía ninguna relación amorosa con Rubén. 

16. Cuando Rubén estaba "medio muerto" estratégicamente Ángela del Rocío lo afilió a la Ofrenda S.A., en calidad de primo, sin embargo, Cecilia Salinas, está afiliada a servicios exequiales desde el año 2000 y tiene como beneficiarios, entre otros a Rubén Salinas. 
17. Por petición y ruegos de la demandante se aceptó que el sepelio se hiciera por cuenta del seguro fúnebre tomado por Ángela. 

Se opusieron a las pretensiones de la demanda. 

CURADOR AD LITEM DE HEREDEROS INDETERMINADOS 

Se atuvo a lo que se probará (f. 112, c 1). 

AUDIENCIA ARTÍCULO 101. (f. 239).

Se escuchó en interrogatorio a las partes. 

ANA DEL CARMEN CORONEL.

-Conoció a Rubén en 1990 cuando vino de Estados Unidos.

-Fue su marido desde marzo de 1998 hasta el 18 de junio de 2013
-Vivieron en la carrera 13 No. 23-34
-Ella lo atendió hasta el día de su muerte
-Las gestiones para el sepelio las realizó su hija Ángela, porque ella lo tenía afiliado.
-Cuando Rubén llegó de Estados Unidos empezó a pretender a Ángela que tenía para entonces catorce años, la relación no floreció; entonces Rubén la pretendió a ella y el 13 de junio de 1995 se pasó a vivir a su casa, porque vio que le tocaba lavar la ropa, entonces le dio pesar; él llegó a vivir con su padre y su hermana Cecilia.

-Cuando Rubén vino de Estados Unidos, ella le pagaba arriendo al padre de aquel, luego se pasó a vivir a una casa de Enrique, el hermano de Rubén, que quedaba al frente; hasta el 13 de junio de 1995 que se pasó. 

-La relación con Ángela pudo extenderse hasta fines del 96 o comienzos del 97.

-A la pregunta de si le dijo a los demandados que entre ella y Rubén nunca existió una unión marital, contestó que si les dijo a Enrique y a Elmer, después de una reunión que sostuvieron el día anterior, pero fue porque Cecilia y Enrique empezaron a presionarla demasiado, a hacerle mala cara, a pedirle que les entregara todo, porque ellos eran los que tenían derechos y ella no era nadie; fue tanta la presión que sicológicamente se vio afectada, entonces para quitárselos de encima y que la dejaran en paz, les dijo. 
-Cecilia era su amiga hasta cuando se enfermó Rubén.

-En abril de 2013 se le consiguió una enfermera por cuenta de Enrique.

-Cecilia le ayudaba con el cuidado.
-La enfermera se llama Carmenza Martínez Gómez

- La relación fue continua

-Los dos asumían los gastos.

-Antes de enfermarse Rubén los arriendos se los pagaban a él o a ella; ella los mostraba los arrendaba, le hacía de comer a él y a los trabajadores; pero cuando se agravó Rubén, Cecilia se le llevó las llaves de la casa, de la bodega, del closet de él, para poder entrar cuando quisiera. 

SENTENCIA

-Declaró la unión marital de hecho entre el 10 de marzo de 1998 y e 18 de junio de 2013; la existencia de la sociedad patrimonial de hecho por ese mismo lapso, y condenó en costas a los demandados. 
Dio credibilidad a los testigos aportados por la demandante y desechó unas grabaciones aportadas por los demandados, por cuanto se obtuvieron sin autorización de la interlocutora y para estos fines judiciales. 
APELACIÓN

Apelaron los demandados por estos aspectos: 

(i) Hubo una omisión en la valoración probatoria: la escritura pública No. 661 del 9 de febrero de 2010; el contrato E117696 de La Ofrenda S.A.; la constancia expedida por Mutual a Crecer, el 23 de agosto de 2013; el contrato de trabajo celebrado con Carmenza Martínez Gómez; los recibos de pago de estos servicios; el informe de la enfermera sobre las labores cumplidas; la acción de tutela interpuesta por Cecilia Salinas Cañón; la declaración de Cecilia Salinas en la acción de tutela; escrito del Juzgado Penal del Circuito Especializado; los discos compactos allegados y su transcripción; las declaraciones de Ana del Carmen Coronel, Cecilia, Enrique, Dilia y Marcela Salinas.
(ii) No se valoró adecuadamente el testimonio de Lucy Velásquez de Salinas.
(iii) No se tuvieron en cuenta los alegatos de conclusión.
SUSTENTACIÓN

CONSIDERACIONES

1. No hay reparo sobre los presupuestos procesales que concurren uno a uno; por lo demás, ninguna causal de nulidad se avizora, que pueda dar al traste con lo actuado.

2.
El problema jurídico consiste en definir si se confirma la sentencia de primer grado que declaró la existencia de la unión marital de hecho y su consecuente sociedad patrimonial, o debe revocarse con los argumentos que esgrimen los demandados. 
3. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 1° de la Ley 54 de 1990, que debe entenderse en el contexto de la sentencia C-075 de 2007, la unión marital de hecho es aquella formada entre una pareja (heterosexual u homosexual), que sin estar casados, hacen una comunidad de vida permanente y singular. 

Sobre estos requisitos, recientemente, en la sentencia SC11294-2016 de agosto 17 de 2016, radicación 11001-31-10-010-2008-00162-01, con ponencia del Magistrado Ariel Salazar Ramírez, se recordó que:  

… para el reconocimiento de la existencia de la unión marital de hecho, le corresponde al juzgador determinar si se encuentran reunidos los requisitos legales, específicamente, los siguientes: 
a) Una comunidad de vida que se exterioriza en la voluntad libre y responsable de los compañeros permanentes de establecer entre ellos de manera exclusiva una familia, al unir sus esfuerzos para el bienestar común y brindarse afecto, socorro, apoyo, ayuda y respeto mutuo, lo cual supone que mantengan una convivencia, relaciones sexuales, adquieran obligaciones alimentarias entre sí y con sus descendientes y decidan de manera mancomunada si desean o no tener hijos y el número de ellos, así como la forma en la que serán educados. 
b) La singularidad, significa que los compañeros permanentes no pueden establecer otros compromisos similares con terceras personas, pues se requiere que la relación de la pareja sea exclusiva, porque si alguno de ellos, o los dos, sostienen además uniones con otros sujetos o un vínculo matrimonial en el que no estén separados de cuerpos los cónyuges, esa circunstancia impide la configuración del fenómeno. Además, con este requisito, el legislador pretendió evitar la coexistencia de uniones maritales de hecho, con el fin de prevenir un sinnúmero de pleitos. 
También ha definido la Sala que ‘una vez establecida una unión marital de hecho, la singularidad que le es propia no se destruye por el hecho de que un compañero le sea infiel al otro, pues lo cierto es que aquella, además de las otras circunstancias previstas en la ley, cuyo examen no viene al caso, sólo se disuelve con la separación física y definitiva de los compañeros» (CSJ SC, 10 Abr. 2007, Rad. 2001-0045-01). 

c) La permanencia está referida a la prolongación en el tiempo de la convivencia entre la pareja, lo cual exige que exista estabilidad y excluye las relaciones transitorias, ocasionales o esporádicas que no consolidan una comunidad de vida entre sus integrantes. Si bien el legislador no determinó un período mínimo para su conformación, por vía jurisprudencial, se ha definido que el requisito bajo estudio debe estar unido «no a una exigencia o duración o plazo en abstracto, sino concretada en la vida común con el fin de poder deducir el principio de estabilidad que es lo que le imprime a la unión marital de hecho, la consolidación jurídica para su reconocimiento como tal», (CSJ SC. 12 Dic. 2001, Rad. 6721). 
4. 
Además, se desprende del artículo 2º de la citada Ley 54, modificado por la Ley 979 de 2005, que entre los compañeros permanentes se presume la conformación de una sociedad patrimonial y hay lugar a declararla, siempre que (i) la unión marital perdure al menos dos años; (ii) los compañeros no tengan impedimento legal para contraer matrimonio; o (iii) cuando existiendo ese impedimento, la sociedad conyugal o sociedades conyugales anteriores, hayan sido disueltas antes de la fecha en que se inició la unión marital. Estas reglas son ahora más ligeras que antes, cuando se exigía un tiempo específico para estos últimos efectos, gracias a las sentencias C-700 de 2013, que eliminó el requisito de la liquidación, y C-193 de 2016, que sustrajo la exigencia del año en relación con la disolución. 
5. 
En este caso, el Juzgado halló reunidos todos estos elementos en la relación que sostuvieron Ana del Carmen Coronel y Rubén Salinas Cañón, por el tiempo corrido entre el 10 de marzo de 1998 y el 18 de junio de 2013, conclusión que apoyó en el análisis conjunto de la prueba, de la cual destacó la testimonial y sopesó la que aportó cada una de las partes, a la vez que se inclinó por la exposición de los declarantes oídos a instancias de la demandante.

Adicionalmente, se refirió a las copias de la acción de tutela propuesta por Cecilia Salinas Cañón, en beneficio de su hermano Rubén; las fotografías de este con la familia y las grabaciones, sobre las cuales señaló que aquellas solo revelan la necesidad de la protección del derecho a la salud del enfermo; las segundas, que el causante tenía buena relación con sus allegados; y las terceras no se pueden tener en cuenta, porque fueron obtenidas de manera irregular, en cuanto la interlocutora no las autorizó.
6. 
Como se observa en el escrito de apelación, las críticas contra el fallo se edifican en que el juzgado omitió valorar: (i) la escritura pública No. 661 del 9 de febrero de 2010 (f. 9, c. 2); (ii) el contrato E117696 de La Ofrenda S.A.; (iii) la constancia expedida por Mutual A Crecer, el 23 de agosto de 2013; (iv) el contrato de trabajo celebrado con Carmenza Martínez Gómez; (iv) los recibos de pago de estos servicios; (v) el informe de la enfermera sobre las labores cumplidas; (vi) la acción de tutela interpuesta por Cecilia Salinas Cañón; (vii) la declaración de Cecilia Salinas en la acción de tutela; (viii) el escrito del Juzgado Penal del Circuito Especializado; (ix) los discos compactos allegados y su transcripción; y (x) las declaraciones de parte de Ana del Carmen Coronel, Cecilia, Enrique, Dilia y Marcela Salinas.

De otro lado, valoró inadecuadamente los testimonios de Lucy Velásquez de Salinas, Luis Enrique Salinas López, Bárbara Rosa García Giraldo y Luz Dary Correa Vinasco.
Y, finalmente, no tuvo en cuenta sus alegatos de conclusión. 

7. 
De entrada, se advierte que ninguna discusión se cierne sobre el análisis que el juez de primer grado hizo respecto de la prueba testimonial que aportó la demandante. Se concentra en que los documentos que trajo fueron ignorados algunos, y otros, apreciados de manera diferente a lo que dicen; en que el análisis de unos testigos fue inadecuado; y en que se pasaron por alto sus posiciones finales. 
Y esto es relevante, porque, entonces, circunscrita la competencia de la Sala a lo que es el verdadero motivo de disenso, según lo prevé el artículo 328 del CGP, en caso de que se deseche, como en efecto ocurrirá, quedaría incólume aquél estudio que se hizo de las otras pruebas

Para comenzar con la omisión probatoria que se le atribuye al funcionario, se tiene, respecto de la documental, que, ciertamente, del listado que trae el recurrente,  dejó de señalar el mérito de la escritura pública No. 661 del 9 de febrero de 2010; el contrato E117696 de La Ofrenda S.A.; la constancia expedida por Mutual A Crecer, el 23 de agosto de 2013; el contrato de trabajo celebrado con Carmenza Martínez Gómez; los recibos de pago de estos servicios; el informe de la enfermera sobre las labores cumplidas; y el escrito del Juzgado Penal del Circuito Especializado. 

Por el contrario, sí aludió expresamente a las copias de la acción de tutela, a las fotografías con la familia y a los discos compactos. 

Sobre estas últimas, razón tuvo el sentenciador al decir que la acción de tutela promovida por Cecilia Salinas en favor de su hermano Rubén, en nada desdice de la relación que este hubiera podido sostener con la demandante; se trataba allí, simplemente, de que se le respetaran sus derechos fundamentales, y como estaba imposibilitado para hacerlos valer por sí mismo, cualquier persona, de acuerdo con la regulación vigente, esto es, el Decreto 2591 de 1991, podía haber agenciado sus derechos.

Lo mismo cabe predicar de las fotografías; nada de extraordinario tiene que el señor Salinas compartiera momentos especiales con su familia; eso es lo normal. Ahora, que no lo hiciera en compañía de la demandante, tampoco puede llevar a la conclusión de que entre ellos fue inexistente la pregonada unión, si ella pudo tener desarrollo en unos escenarios diferentes, como fue explicado por los testigos sobre los cuales edificó el Juzgado sus conclusiones finales. 

Y en cuanto a las grabaciones, escuetamente dijo el funcionario, pero con razón, que su obtención fue irregular en la medida en que nunca hubo autorización de la interlocutora. 
A propósito de ello, que es crucial para el desenlace final, el asesor judicial de los demandados tiene claro, y con ello está de acuerdo la Sala, que invariablemente la jurisprudencia ha señalado que la grabación de la voz sin la anuencia de uno de los interlocutores, es válida como prueba, en cuanto se pretenda con ello poner al descubierto la comisión de un hecho punible del que, quien graba, sea la víctima, en la medida en que tal documento vaya a ser utilizado como medio de prueba. 

Pero acontece que este es un proceso civil, en el que el discernimiento nada tiene que ver con la comisión de una conducta delictiva, cuestión que, tal cual lo han hecho los interesados, debe ventilarse ante las autoridades competentes, como lo señaló, en sede de tutela, la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema, en la sentencia STC4300-2014, de abril 4 de 2014, con ponencia del Magistrado Fernando Giraldo Gutiérrez. 
Entre tanto, la misma Sala, pero en su especialidad ordinaria, ha venido pregonando sobre la obtención de este medio probatorio, que la intromisión en la esfera íntima de una persona, para obtener subrepticiamente una grabación de su voz, torna esa prueba ilícita, en la medida en que se ha producido con violación de las garantías procesales que protege el artículo 29 de la Constitución Nacional. Y aunque, como se verá, la Corte propugna por que tal posición no sea absoluta, sino que ella pueda tener variables, particularmente en materia penal, y también en asuntos civiles, lo ha dicho bajo el entendido, en estas últimas materias, de que la declaración que se de ese modo se recoge, se puede valorar cuando de favorecer a una persona de especial condición se trate (menores, por ejemplo), o de proteger derechos superiores como la seguridad nacional o el patrimonio público, o bien, para el mantenimiento de la unidad familiar. 
Concretamente, en la sentencia del 29 de junio de 2007, radicado 05001-31-10-006-2000-00751-01, M.P. Carlos Ignacio Jaramillo Jaramillo, se hizo un amplio despliegue de la carga probatoria, que, en todo caso, no puede cumplirse a toda costa, en desmedro de derechos ajenos. En un estado social de derecho, dice la providencia, “ni las partes, ni el iudex están autorizados a obtener la prueba y correlativamente la ‘verdad’, no importa cuál sea su costo, justificando para ello la adopción de cualquier mecanismo, herramienta, metodología o estratagema, sin interesar su origen, alcances y consecuencias, motivo por el cual el derecho probatorio, con sindéresis y animado por la preservación del equilibrio y la eticidad del proceso, ha introducido límites y precisas reglas probáticas, corroborando de esta manera que el precitado derecho a la prueba no es absoluto y, por tanto, conoce límites y fronteras. Admitir lo contrario, sería propiciar la anarquía, el desorden, la ley del más fuerte y el estímulo a la incorporación de las más oscuras, siniestras y deleznables prácticas atentatorias de las más elementales garantías ciudadanas. De allí el especial celo del constituyente y del legislador contemporáneo para evitar que, con el pretexto de la desenfrenada y obsesiva búsqueda de la referida ‘verdad’, todo se tolere, todo se justifique, todo se excuse, todo se torne viable, amén de inmaculado. 

Se ocupó luego de diferenciar la prueba ilícita de la ilegal; y por la primera recordó que existe “…cuando pretermite o conculca especificas garantías o derechos de estirpe fundamental. Como lo pone de presente la doctrina especializada, la prueba ilícita, más específicamente, “...es aquella cuya fuente probatoria está contaminada por la vulneración de un derecho fundamental o aquella cuyo medio probatorio ha sido practicado con idéntica infracción de un derecho fundamental. En consecuencia,…el concepto de prueba ilícita se asocia a la violación de los citados derechos fundamentales”…, hasta el punto que algunos prefieren denominar a esta prueba como inconstitucional (Vid: Corte Constitucional, sentencia SU-159-02)...”, lo que, a términos del artículo 29 superior, la hace nula de pleno derecho y, por ello, debe ser excluida. 
Sin embargo, resaltó que no siempre una prueba ilícita puede recibir ese tratamiento, en cuanto, aplicando criterios de proporcionalidad o razonabilidad, excepcionalmente pueden atenderse, para lo cual trajo a colación, algunos pronunciamientos de la Sala de Casación Penal de la misma Corporación, a partir de los cuales, concluyó que, en virtud de tales pautas, “corresponde al juez escrutar y sopesar los intereses en conflicto o tensión y, según la conclusión a que sobre el particular arribe, privilegiar unos u otros, con el propósito de optar por el desconocimiento de la prueba, que es la regla, o por su acogimiento, que es la salvedad que a ella se hace, también digna de ser tenida en cuenta, según el caso, en el entendido, que este criterio o principio no es exclusivo del derecho penal, como quiera que en otras esferas igualmente campea, v. gr: en el derecho privado, a su vez con sendas restricciones…, no tantas, empero, como para que se traduzca en un axioma pétreo, a la par que estéril.”
Luego, al descender al caso, que incluía la valoración de una grabación contenida en un casete, recogida por un tercero, señaló que, en guarda de normas nacionales e internacionales, las formas de comunicación privada son inviolables y solo pueden ser interceptadas o registradas mediante orden judicial, en los casos y con las formalidades que establezca la ley, lo que guarda armonía con el derecho a la intimidad personal y familiar.
De donde se sigue, para la Corte, que “el registro de una conversación privada, por vía de diciente ejemplo, grabándola en una cinta magnetofónica, cuando no media el asentimiento o anuencia de los interlocutores,  en  principio,  es  un comportamiento no autorizado por la Constitución,  como  quiera que, a  términos  de  dicho ordenamiento, él comporta la alteración del derecho a la intimidad personal y, como expresión de éste, del derecho a la comunicación, que supone la libertad de relacionarse con los demás privadamente, esto es, sin injerencias o interferencias de otros y sin quiebres a la debida reserva…”. 

Enseguida adujo que en el proceso civil que revisaba, era inaplicable “el criterio de admisibilidad probatoria que, en relación con algunas pruebas, la H. Sala de Casación Penal de la Corte, en asocio de docta y autorizada doctrina, ha prohijado en ciertos y específicos casos referidos con detalle anteriormente (prueba pro reo), puesto que, como se evidenció, esa línea de pensamiento excepcional está afincada en que las conversaciones provengan de la persona afectada con la conducta presuntamente ilícita y del sujeto agente de la misma, así como que el autor de la respectiva grabación haya sido uno de ellos y que haya procedido de tal manera, precisamente, con fines de preconstituir la prueba del punible o de establecer su inocencia, entre otras hipótesis, en tanto que, como anteriormente quedó precisado, la conversación grabada en el casete de que trata este litigio, ello es medular, se desarrolló entre personas diversas a las partes; fue aducida como elemento de juicio por uno de esos terceros; no fue consentida y autorizada por el otro, amén de que, considerada la diversa naturaleza de esos asuntos -penal y civil-, los derechos que en el presente asunto se debaten, in concreto, son de linaje eminentemente particular y de indiscutido contenido económico o patrimonial, por lo que no se torna forzoso que deba brindarse especial privilegio a los mismos por encima del derecho fundamental a la intimidad o privacidad que, con la grabación en referencia, otrora se conculcó a la otra interlocutora, quien no tuvo conocimiento del registro de la conversación y, por lo mismo, no la autorizó, como tampoco lo hizo respecto de la divulgación de la cinta, o de su utilización como prueba en un proceso que, sin duda, en nada está relacionado con sus particulares derechos civiles…”
En torno a esas reglas de proporcionalidad, concluyó la alta Corporación que “No hay duda de que en el ámbito de los procesos civiles, lato sensu, habrá casos en que, por sus específicas particularidades y, sobre todo, por la naturaleza de los concretos derechos que allí se discutan, podrá concluirse la viabilidad de apreciar una prueba que, en principio o prima facie, luzca como ilícita, ponderación que, en cada asunto en particular, corresponderá realizar y justificar a los jueces, para lo cual, ex abundante cautela, habrán de examinar si en la específica controversia en que se aduzca el respectivo elemento demostrativo está seriamente comprometido el interés general, o el orden público, o el derecho de un menor, preferente por mandato del artículo 44 de la Carta Política, etc., al igual que la específica forma como se obtuvo el mismo, los derechos superiores conculcados, el titular de éstos, la existencia de otras pruebas que sirvan al propósito de comprobar similares hechos a cuya acreditación apunta el medio irregular, entre otras circunstancias”. Y apoyó su tesis en que “tiene dicho la doctrina especializada que, “en aras de cumplir ese objetivo básico del proceso, el juez puede, al examinar el problema de la prueba ilícita, tomar en cuenta con propósitos de orientación, algunos de los siguientes elementos: “a) Qué tipo de prueba es la que se pretende hacer valer (documentos, grabaciones, películas, etc.). b) Cuál es la índole de los intereses en debate (por ejemplo, puede analizar si está o no comprometido el interés social, el orden público, la estabilidad familiar, la libertad, la seguridad y solidez del tráfico mercantil, etc.). [y] c) Dentro de qué marco circunstancial surgió a la vida la prueba (es decir, si la grabación, película, etc., nació con motivo de relaciones existentes entre las partes contendientes en el proceso y éstas están llamadas a favorecer o perjudicar, en principio, únicamente a ellas. Se excluyen obviamente aquellos terceros que no siendo afectos a esa relación, aspiran derivar provecho de esas pruebas)” (Se subraya)
. 

De manera que, aunque aceptable en ciertos casos la valoración de una prueba que ha desconocido el derecho a la intimidad, para que así suceda deben estar de por medio intereses superiores, como el provecho nacional, el orden público, la estabilidad de la familia, los derechos fundamentales del menor, por ejemplo. 

Conceptos acogidos por esta Colegiatura, de breve data, según se consignó en la sentencia del 10 de julio pasado, dictada en el proceso radicado al número 66001-31-10-003-2015-00599-01, con ponencia de la Magistrada Claudia María Arcila Ríos, con asiento en jurisprudencia constitucional, concretamente la sentencia T-233 de 2007. Allí se dijo: 

Respecto a la valoración que hizo el juzgado de unas grabaciones, sobre las conversaciones que tuvieron demandante y demandada vía whatsApp y que utilizó la última como fundamento de sus argumentos de defensa, la que no pude apreciarse porque se obtuvo con violación al derecho a la intimidad que como derecho fundamental consagra el artículo 15 de la Constitución Nacional y por ende, es nula de pleno derecho de acuerdo con el artículo 29 de la misma obra y los artículos 14, 164 y 168 del CGP. Al respecto, dijo la Corte Constitucional en sentencia T-233 de 2007, de la que se leen algunos apartes: 
“En términos generales, la Corte Constitucional ha entendido que la intimidad es el derecho constitucional que garantiza la preservación de un espacio personal, aislado a la injerencia de otros. De conformidad con dicha jurisprudencia, la intimidad personal es el “área restringida inherente a toda persona o familia, que solamente puede ser penetrada por extraños con el consentimiento de su titular o mediando orden dictada por autoridad competente, en ejercicio de sus funciones y de conformidad con la Constitución y la ley” (sentencia T-696 de 1996. MP. Dr. Fabio Morón Diaz).

El artículo constitucional citado extiende el derecho a la intimidad al ámbito de la correspondencia y otras formas de comunicación, advirtiendo al efecto que las mismas son inviolables y que su registro únicamente procede cuando existe orden de autoridad judicial, con las formalidades establecidas por la ley….
 

En esa medida, las grabaciones de imagen o de voz realizadas en ámbitos privados de la persona, con destino a ser publicadas o sin ese propósito, constituyen violación del derecho a la intimidad personal, si las mismas no han sido autorizadas directamente por el titular del derecho y, además, en caso extremo, si no han sido autorizadas expresa y previamente por autoridad judicial competente. El resultado de la recolección de la imagen o la voz sin la debida autorización del titular implica, sin más, el quebrantamiento de su órbita de privacidad y, por tanto, la vulneración del derecho a la intimidad del sujeto…
La Sala considera que la grabación de la reunión que se hizo sin el consentimiento del procesado vulneró el derecho a la intimidad de éste en aspectos como el de la reserva de la propia imagen, la reserva de las comunicaciones personales y la reserva del domicilio –entendido en el sentido amplio pertinente al derecho a la intimidad-. En esas condiciones, la grabación no podía presentarse como prueba válida en el proceso y debió ser expulsada…”
Trasunto del cual viene que, en el caso que se analiza, hizo bien el juzgado al desechar la prueba recogida por la parte demandada en los audios, por cuanto se obtuvo con violación de las garantías fundamentales de las que es titular la demandada, en cuanto no se contó con su consentimiento. A partir de allí, se tiene, adicionalmente, que no están comprometidos el interés general, el orden público, la estabilidad familiar o derechos de niños, niñas o adolescentes. Todo se reduce, en la situación actual, a un beneficio de orden económico, derivado de los bienes que dejó el causante y que pudieran hacer parte de la sociedad patrimonial declarada en primera instancia. 
Ahora bien, se señaló que el Juzgado, efectivamente, dejó de valorar algunas pruebas y de mencionar su mérito. Pero, en el camino de corregir esa omisión, halla la Sala que tales medios no varían la conclusión a la que llegó el funcionario. 
Así es, por cuanto la manifestación del señor Rubén Salinas ante el notario, contenida en la escritura pública 661 del 9 de febrero de 2010, se queda en una mera declaración de parte que ningún viso de confesión tiene, en vista de que ningún perjuicio le causa; al contrario, favorecería a los demandados que aportaron la prueba.   
Que Rubén Salinas hubiera estado afiliado con antelación a otro servicio funerario, ni le pone ni le quita a la unión marital de hecho; se sabe que conservaba una buena relación con sus hermanos y, por tanto, nada de extraño tiene que un grupo de ellos se sirviera de ese vínculo por cuenta de uno de ellos.  De ahí que la certificación de la Mutual, tampoco tiene el mérito suficiente para desvanecer la relación marital. 
Menos aún, el contrato de trabajo celebrado con la enfermera y los recibos de pago por su labor. Por una parte, esa circunstancia no se discute en el plenario, esto es, que fue necesario llevarla para ayudar, profesionalmente, al cuidado de Rubén Salinas. Y lo que se le pagó no es más que el producto de su trabajo. 
Y el mentado “escrito” del Juzgado Penal Especializado (f. 28, c. 2), tan solo es un oficio mediante el cual se notifica el resultado de la acción de tutela a la que ya se hizo referencia, sin incidencia alguna en la relación de pareja. 

Acerca de las declaraciones de parte de Ana del Carmen Coronel, Cecilia, Enrique, Dilia y Marcela Salinas, ni aquella ni estos comprometieron sus dichos con exposiciones que les pudieran causar un efecto contrario, es decir, de sus dichos ninguna confesión se desprende. Y aunque el CGP menciona de manera autónoma la declaración de parte como medio de prueba, es evidente que ella debe contar con el respaldo de otros medios, porque aquella conocida expresión de que nadie puede fabricarse su propia prueba, se mantiene vigente. 
Ni siquiera la mención que hizo Ana del Carmen acerca de que en una reunión les dijo a algunos de los hermanos de Rubén que entre ellos ninguna relación marital existió, porque bien se sabe que la confesión debe aceptarse con sus modificaciones, aclaraciones y explicaciones concernientes al hecho confesado, y ella señaló que lo hizo movida por la presión que la familia estaba ejerciendo desde cuando su compañero se enfermó. Al parecer de la Sala, ese ha debido ser el momento propicio para que el apoderado judicial de la parte demandada, por medio del interrogatorio, sacara a relucir lo que para él constituye la verdad, pero no lo hizo. 

En lo que atañe a los testimonios de Lucy Velásquez de Salinas, Luis Enrique Salinas López, Bárbara Rosa García Giraldo y Luz Dary Correa Vinasco, el juez de primera instancia sí los valoró y de ellos dedujo lo que, en verdad, reflejan. En el caso de Velásquez de Salinas, que lo que sabe de la relación entre Rubén y Ana del Carmen en general, es porque él mismo le contó. Es, entonces, en lo que interesa al asunto, testigo de oídas que, como tal, desmerece su credibilidad, más aun cuando el conocimiento provino de lo que Rubén Salinas le contaba. 
La enfermera Carmenza Martínez Gómez, adujo que fue contratada por los hermanos de Rubén, cuando ya estaba postrado en una cama de enfermería, inmóvil, su mirada fija en un punto, sin habla. Mencionó que Ana del Carmen se ofrecía a hacerle unos licuados que había que darle al enfermo. Dijo que esta tenía su cuarto y nunca se presentó como la señora de Rubén; que en lugar de cuidarlo estaba más como en son de chisme o de teatro, como por aparentar, pues se lamentaba de la situación, lloraba, pero no le creía. Por supuesto que para cuanto esta deponente asistió al enfermo, ya ninguna manifestación entre él y Ana del Carmen podía haber, por su estado de postración; ella, sin embargo, sí mostraba su dolor, que, sin ningún respaldo, se encargó la testigo de demeritar, con la simple conjetura de que parecía fingir. 

Luis Enrique Salinas López, señaló que siempre fue allegado a su tío Rubén y cuando iba a su casa observaba que ellos tenían cada uno su cuarto; explicó la permanencia de Ana del Carmen en esa casa, porque Rubén mantuvo una buena relación siempre con Ángela del Rocío y permitió por ello que continuara viviendo allí; solo acudieron juntos a una fiesta, y era su tío quien se encargaba de las cosas de la casa; nunca los vio salir juntos. Este testimonio se resiente, en la medida en que, además de tener un interés directo en el resultado del proceso, se sabe, por las demás pruebas, que Ángela Rocío, después de que terminó el noviazgo que tenía con Rubén, se casó y se fue un tiempo de esa casa; así que no se entiende la justificación que da el testigo sobre la permanencia de Ana en la vivienda de su tío. 
Barbara Rosa García Giraldo, también se enteró de lo que narró sobre la relación, por comentarios que le hacía el señor Rubén Salinas; solo en un par de ocasiones que fue a su casa, dijo, no observó objetos de mujer en la habitación de Rubén. Ni esto es suficiente para desechar la unión marital, ni sus dichos en concreto resisten una valoración, en la medida en que de lo que es trascendente para el proceso supo porque su amigo le comentaba, de manera que también es de oídas. 

Y de Luz Dary Correa Vinasco cabe decir otro tanto, pues al margen de que entró en vida de Rubén a su casa un par de veces, y habló del cuarto de Ana, al que nunca ingresó, de la situación que allí se vivía, según ella, se dio cuenta por comentarios del difunto. 
Así que, vistos en conjunto estos dichos, como lo señaló el fallo que se analiza, no sirven al propósito de destruir lo que, del lado de la demandante, dijeron los deponentes, que fueron mucho más concretos y certeros en sus apreciaciones directas, por haber compartido con la demandante y su familia durante los últimos años. Bueno es recordar que la apreciación del juez sobre estos testimonios, no fue fustigada por los recurrentes, con lo que la Sala queda relevada de un análisis adicional. 

Para terminar, el impugnante se duele de que en la sentencia se hubiera omitido hacer mención expresa de sus alegatos, lo que también es cierto. Pero ello no se traduce en que se hubieran pasado por alto; es simplemente que se estructuraron en la mirada que, desde su perspectiva, debía dársele a las pruebas, y la respuesta que a ello recibió del funcionario es que, según su percepción crítica, visto en su conjunto el haz probatorio, la unión marital fue probada y, consecuencialmente, la sociedad patrimonial. 

8. 
Corolario de lo dicho, es que se confirmará el fallo protestado y se condenará en costas a los demandados, a favor de la demandante, las que se liquidarán, de manera concentrada, ante el juez de primera instancia, en los términos del artículo 366 del CGP. A tal efecto, se señalarán, en auto separado, las agencias en derecho. 
DECISIÓN

En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, CONFIRMA la sentencia dictada por el Juzgado Cuarto de Familia de esta localidad, el 24 de noviembre de 2017, en este proceso ordinario que Ana del Carmen Coronel inició frente a los herederos de Rubén Salinas Cañón. 

Costas a favor de la demandante y a cargo de los demandados. 

Decisión notificada en estrados. 

Los Magistrados

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS

DUBERNEY GRISALES HERRERA 
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